
Proyecto de Ley

El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

Ley

Artículo 1°: Modifícase el artículo 9 de la Ley 13.757, el que quedará redactado de la siguiente forma:
“Artículo 9: Las funciones comunes de los Ministros Secretarios serán: 

1. Asegurar la vigencia y observancia permanente de la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, la Constitución de la Provincia, y los deberes, derechos y garantías en ellas contenidos, como así también, de todas las leyes y decretos que en su consecuencia se dicten. 

2. Intervenir en todos aquellos asuntos que el Poder Ejecutivo someta a su consideración. 

3. Refrendar los actos del Poder Ejecutivo de la Provincia. 

4. Conciliar y compatibilizar los intereses generales y sectoriales, a través de una fluida relación del Poder Ejecutivo Provincial con los Partidos Políticos, organizaciones intermedias, privadas y no gubernamentales, y distintas instancias representativas de la ciudadanía. 

5. Facilitar el ejercicio del derecho a la información previsto en la Constitución de la Provincia. 

6. Confeccionar y difundir la agenda de su cartera. 

7. Asegurar la transparencia en la función pública, difundiendo la información sobre la utilización de los recursos y el estado del gasto en el ámbito de su jurisdicción. 

8. Facilitar, a través de los mecanismos apropiados, la participación ciudadana. 

9. Intervenir, elaborando y asesorando, en los proyectos de ley del área de su competencia que el Poder Ejecutivo propicie ante la Honorable Legislatura, suscribiendo los proyectos que a tal efecto se remitan al Poder Legislativo. 

10. Proyectar el contenido de los Decretos del Poder Ejecutivo, así como los actos administrativos que éste debe expedir para facilitar y asegurar el cumplimiento de las leyes. 

11. Actualizar, sistematizar y difundir el texto ordenado de la normativa de aplicación en la Jurisdicción, coordinando su accionar con la Asesoría General de Gobierno. 

12. Representar al Estado en la celebración de los acuerdos, convenios y/o documentos similares relacionados con las competencias asignadas a su cartera y cuya autorización otorgue el Poder Ejecutivo. 

13. Asegurar el debido y oportuno cumplimiento de los requerimientos, peticiones y decisiones emanadas del Poder Judicial. 

14. Administrar el respectivo Ministerio, disponiendo todo lo necesario para facilitar su correcto funcionamiento, resolviendo los asuntos que al respecto se presenten; dirigir, controlar y ejercer la superintendencia de todos los organismos que se encuentren bajo la órbita de su cartera, así como las relaciones institucionales y con la comunidad. 

15. Hacer cumplir las normas y procedimientos en materia de administración financiera, presupuestaria, contable y de recursos humanos, participando en la elaboración del presupuesto de la Provincia, en lo referente a su jurisdicción. 

16. Proponer al Poder Ejecutivo, el nombramiento y la remoción del personal del departamento a su cargo en los casos que corresponda, conforme su buen criterio y bajo su responsabilidad, conforme a las leyes vigentes. 

17. Realizar, promover y auspiciar los estudios e investigaciones para el fomento y protección de los intereses provinciales, en coordinación con las áreas competentes. 

18. Adoptar las medidas tendientes a asegurar la legalidad y celeridad de los actos y procedimientos administrativos. 

19. Solicitar y ordenar, ante el organismo competente, la instrucción de sumarios e investigaciones administrativas, de conformidad con lo establecido en el ordenamiento jurídico vigente a tales efectos. 

20. Proyectar, programar, coordinar, controlar y ejecutar las acciones que le correspondan en el marco del plan provincial de respuesta a incidentes mayores y catástrofes y la normativa vigente sobre la materia. 

21. Planificar, coordinar interjurisdiccionalmente y ejecutar las acciones que se decidan en las materias vinculadas a su competencia material.
22. Asegurar la incorporación del enfoque de género en la formulación, aplicación y evaluación de políticas, planes, programas y cursos de acción. 

23. Asegurar la recolección de datos, registro y construcción de estadísticas desagregadas por sexo y otras variables que permitan realizar diagnósticos y tomar decisiones con enfoque de género. 

24. Incorporar el enfoque de género en las acciones de formación y capacitación del personal de cada jurisdicción.”

Artículo 2°: El Poder Ejecutivo reglamentará la presente en el término de noventa (90) días contados desde su promulgación.
Artículo 3°: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

La reforma de la Constitución Nacional en 1994, marcó un hito fundamental en el proceso de reconocimiento de los derechos de las mujeres, no solamente por la incorporación de la CEDAW
 con jerarquía constitucional, sino porque introduce otras directivas tendientes a garantizar la equidad entre varones y mujeres (artículos 75 inc.22; 37), disposiciones que se complementan con los derechos enunciados en los artículos 14 y 16 de la CN. 
Poco antes, la comunidad internacional había señalado expresamente, en Declaración y Plan de Acción de la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos (Viena, 1993) que los “derechos humanos de la mujer y la niña, son parte inalienable e indivisible de los derechos humanos universales”.
La Asamblea General de la OEA aprobó en 1994 la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar Erradicar la Violencia con la Mujer “Convención de Belém do Pará”, ratificada por nuestro país en 1996 (Ley 24.632).
En la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing (1995) el gobierno y la sociedad civil de la Argentina estuvieron presentes y suscribieron los respectivos instrumentos. 
Es decir, en su carácter de estado parte, nuestro país contrajo compromisos concretos con la comunidad internacional,  que son motivo de seguimiento y valoración a través de mecanismos específicos que dan por resultado recomendaciones periódicas.

Si bien las herramientas legales son profusas, aunque no siempre utilizadas, no es posible avanzar en este proceso sin abarcar todas las áreas gubernamentales, de manera integrada e integral, en tanto la discriminación se produce en cualquier ámbito y la obligación de los Estados “es garantizar a hombres y mujeres la igualdad de goce de todos los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos”
. Es necesario recordar con la ONU, que “la discriminación contra la mujer viola los principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servicios a su país y a la humanidad”
.

Entre los compromisos contraídos por los estados, incluido el nuestro, con la decisión de  “promover los objetivos de igualdad, desarrollo y paz para todas las mujeres…” se encuentra el de aplicar la  Plataforma de Acción (de Beijing, 1995)) y garantizar que todas las políticas y programas reflejen una perspectiva de género.
El cónclave mundial ratificó la convicción de que “el éxito de las políticas y de las medidas destinadas a respaldar o reforzar la promoción de la igualdad de género y la mejora de la condición de la mujer debe basarse en la integración de una perspectiva de género en las políticas generales relacionadas con todas las esferas de la sociedad…”
Para cerrar este racconto, que no pretende ser exhaustivo, tengamos presente que uno de los ocho Objetivos del Milenio es “alcanzar la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer”, que se considera central para lograr los otros siete objetivos de desarrollo.
Han transcurrido poco más de 15 años desde Beijing, 25 desde que la Argentina ratificó la CEDAW, los suficientes para verificar cuán acertadas fueron y son aquellas formulaciones. Y cuánto nos queda por hacer.

Las discriminaciones que afectan a la mitad de la población, las mujeres, atraviesan todos los campos y áreas de la sociedad, por lo tanto su remoción requiere de políticas públicas con enfoque de género
. Es necesario dejar atrás la idea de que las políticas son neutras y reconocer el impacto diferenciado que para mujeres y hombres tienen en la práctica. 
Las políticas públicas sin enfoque de género son ineficaces, no se puede tratar como igual lo que es diferente.
Este es el motivo por el que se estimula la Transversalización de Género, como estrategia aceptada mundialmente para promover la igualdad de género. La integración no es un fin en sí mismo sino una estrategia, un enfoque, un medio para alcanzar el objetivo de la igualdad de género. 

La provincia de Buenos Aires ha expresado su alineamiento con la normativa federal, mediante legislación y políticas o programas que tienden a garantizar la no discriminación por razones de género, la prevención y asistencia de la violencia familiar, laboral y el acoso sexual en el empleo público, la atención de la salud sexual y reproductiva, la incorporación del cupo para cargos electivos.

No obstante,  no se ha logrado desplegar una estrategia de avance en cuanto a la inclusión  del enfoque de género en las políticas públicas que se despliegan en el espacio gubernamental. Se necesita de una estrategia global de intervención que debe decidirse en los máximos niveles de gestión y responsabilidad. Requiere incluir la perspectiva de género en todas las etapas del ciclo de las políticas públicas: planificación, ejecución, seguimiento y evaluación.

Para poner en práctica efectiva esta herramienta encaminada  al cumplimiento de objetivos de equidad, íntimamente relacionados con el desarrollo inclusivo y el ejercicio efectivo de los derechos humanos y ciudadanos, es indispensable incorporarla a las directivas generales contenidas en la Ley de Ministerios. De esa manera todos los ministros y secretarios deberán adoptarla al momento de proponer, diseñar, ejecutar y evaluar sus acciones

Para institucionalizar de esta forma la transversalización del enfoque o perspectiva de género en las políticas públicas, se deberán realizar diagnósticos que den cuenta de las implicancias que tienen las relaciones (desiguales) de género en los análisis económicos y sociales, especialmente a partir del estudio del impacto diferenciado que tienen las políticas públicas para hombres y mujeres.  Supone “tomar expresamente en cuenta las necesidades, experiencias e intereses de hombres y mujeres en el diseño, la implementación y la evaluación de una medida, buscando que ambos grupos se beneficien de modo similar”.

Los diagnósticos requieren de datos e información estadística,  cuya construcción se debe ir anticipando. Es necesario reunir datos desglosados por sexo y otras variables, que permitan elaborar indicadores cuantitativos y cualitativos que faciliten la evaluación con perspectiva de género.

La incorporación formal del enfoque de género y la elaboración de datos, debe ir necesariamente complementado en simultáneo con la formación y capacitación, de quienes gestionan el aparato gubernamental, tanto  funcionarios de alta dirección como personal permanente.
Por todo lo expuesto solicito a este cuerpo que acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto.

� Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Art.75 inc.22). la CEDAW fue aprobada por la Asamblea de las Naciones Unidas en 1979 y ratificada por la Argentina en 1985


�  Prólogo CEDAW.


�  Prólogo CEDAW.


� ENFOQUE DE GENERO significa básicamente considerar el impacto diferencial de las medidas de gobierno en la igualdad de oportunidades, de trato y de resultado entre varones y mujeres.








